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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021.  

Comparece Midland Credit Management Puerto Rico, LLC. 

(Midland Credit o apelante), como agente de Midland Funding, LLC. 

(Midland Funding), e impugna una Sentencia emitida el 18 de 

diciembre de 2020 por el Tribunal de Primera Instancia, por medio de 

la cual desestimó la demanda, sin perjuicio, por falta de jurisdicción. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, revocamos la 

Sentencia apelada.  

El caso de autos gira en torno a una demanda de cobro de dinero 

al amparo de la Regla 60 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

60 (Regla 60) presentada el 8 de marzo de 2020 por Midland Credit en 

contra del Sr. José Fernández (apelado). Conforme a la demanda, el 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187G, el Panel I quedó constituido por 3 integrantes. 
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apelado obtuvo una tarjeta de crédito y por dejar de emitir pagos, la 

misma tenía un balance de $3,332.03 sin sufragar, ello en violación a 

los términos y condiciones acordados con su acreedor original. 

Posteriormente, Midland Funding adquirió la referida acreencia y 

aseguró que, por medio de su agente, Midland Credit, realizó gestiones 

de cobros extrajudiciales que fueron infructuosas. Asimismo, manifestó 

que previo a la presentación de la demanda, requirió al apelado el pago 

de lo adeudado mediante correo certificado de conformidad con el 

inciso 13 del Artículo 17 de la Ley de Agencias de Cobro, Ley Núm. 

143 de 27 de junio de 1968, según enmendada, 10 LPRA sec. 981p.  

Luego de que se expidiera y diligenciara la notificación-citación 

conforme a la Regla 60, a la vista no compareció el apelado, ni su 

representación legal. El Tribunal de Primera Instancia hizo constar que 

según se desprendía del expediente, la notificación y citación habían 

sido entregadas, pero el requerimiento previo había sido devuelto. Sin 

embargo, la representación legal de la apelante solicitó que se le anotara 

la rebeldía al apelado y se dictara sentencia de conformidad.  

No obstante, el 18 de diciembre de 2020, el Tribunal de Primera 

Instancia emitió Sentencia y desestimó la demanda, sin perjuicio, por 

falta de jurisdicción. En esencia, el foro primario adujo que, a pesar de 

ser un requisito jurisdiccional, del expediente se desprendía que la carta 

de interpelación enviada al apelado no fue recibida y que no se 

acreditaron esfuerzos razonables adicionales que cumplieran con el 

requerimiento de notificación de aviso de cobro. Ante la ausencia de tal 

demostración, el foro a quo entendió que carecía de jurisdicción.  

En desacuerdo, el 31 de diciembre de 2020, la apelante presentó 

una solicitud de reconsideración y alegó que se demostró que la carta 
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de interpelación llegó a su destino final, siendo la misma dirección a la 

cual se envió la notificación y citación del procedimiento establecido 

por la Regla 60. Refirmó que la desestimación de la demanda era la 

sanción más drástica y que, al menos, procedería convertir el proceso a 

uno de naturaleza civil ordinario. La solicitud de reconsideración fue 

declarada No Ha Lugar el 4 de enero de 2021.  

Inconforme, Midland Credit acude ante nosotros mediante el 

presente recurso y cuestiona que el Tribunal se declarara sin 

jurisdicción, a pesar de haber sometido evidencia de que envió al 

apelado la carta sobre aviso de cobro con anticipación a la presentación 

de la demanda. Transcurridos los términos apelativos de rigor, 

procedemos a resolver.  

Sabido es que la jurisdicción es el poder o autoridad de un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. González v. 

Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848 (2009). Carecer de ella 

comporta estar despojado de potestad para entender en un asunto. 

S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007). En ese 

sentido, la pauta doctrinal delineada por el Tribunal Supremo en este 

ámbito advierte que la ausencia de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada, por lo que las partes no pueden atribuirla mediante un acto 

de su voluntad, ni el Tribunal arrogársela por su mera disposición, con 

lo cual todo dictamen emitido en su ausencia resulta nulo. Pagán v. 

Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314 (1997). Por ello, los tribunales 

tienen el deber de explorar su propia jurisdicción y cobrar conciencia 

de que el planteamiento jurisdiccional puede hacerse en cualquier etapa 

del proceso judicial. Vázquez v. ARPE, 128 DPR 513 (1991).  
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Por otro lado, la Regla 60 de Procedimiento Civil, supra, 

establece:  

Cuando se presente un pleito en cobro de una suma que no 

exceda los quince mil (15,000) dólares, excluyendo los 

intereses, y no se solicite en la demanda tramitar el caso 

bajo el procedimiento ordinario, la parte demandante 

deberá presentar un proyecto de notificación-citación que 

será expedido inmediatamente por el Secretario o 

Secretaria. [...] Si se demuestra al Tribunal que la parte 

demandada tiene alguna reclamación sustancial, o en el 

interés de la justicia, cualquiera de las partes tendrá 

derecho a solicitar que el pleito se continúe tramitando 

bajo el procedimiento ordinario prescrito por estas reglas 

o el tribunal podrá motu proprio ordenarlo, sin que sea 

necesario cancelar la diferencia en aranceles que 

correspondan al procedimiento ordinario. […]  

 

El propósito primordial de la citada Regla 60 es “agilizar y 

simplificar los procedimientos en acciones de reclamaciones de 

cuantías pequeñas para así lograr facilitar el acceso a los tribunales y 

una justicia más rápida, justa y económica en este tipo de reclamación”. 

Asoc. Res. Colinas Metro. v. S.L.G., 156 DPR 88, 97 (2002). Ahora 

bien, previo a disponer de una reclamación bajo la Regla 60, el tribunal 

habrá de asegurarse de que la prueba sometida por el demandante 

sustenta que la deuda es líquida y exigible. Id.  

De otra parte, las agencias de cobro en Puerto Rico están 

reguladas por la Ley de Agencias de Cobro, Ley Núm. 143 de 27 de 

junio de 1968, según enmendada, 10 LPRA sec. 981-981s. (Ley Núm. 

143). El referido estatuto, junto a los reglamentos promulgados, tienen 

el propósito fundamental de proteger a los deudores contra las prácticas 

indeseables de las agencias de cobro en todas las acciones de cobro de 

dinero. Martínez v. Chase Manhattan Bank, 108 DPR 515 (1979); 

Domínguez Rivera v. Tribunal Superior, 103 DPR 117 (1974). En lo 

pertinente, como práctica prohibida, las agencias de cobro no podrán:  
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Radicar acción judicial en cobro de dinero sin antes haber 

requerido por escrito al deudor para que pague lo 

adeudado por correo certificado con acuse de recibo. 

Ningún tribunal podrá asumir jurisdicción en una acción 

de cobro de dinero tramitada por una agencia de cobro sin 

que se alegue y se pruebe el cumplimiento de este 

requisito. Art. 17 (13) de la Ley Núm. 143, 10 LPRA sec. 

981p (13).  
  

En el presente caso, la parte demandante, antes de presentar la 

acción de referencia, cumplió con el requisito que establece la ley al 

requerirle al deudor, por escrito y por correo certificado con acuse de 

recibo, que pagase lo adeudado.  El récord demuestra que el aviso se 

envió a la dirección suplida por el propio deudor al obtener el crédito, 

y esta es, además, la última dirección conocida del deudor.  Este envío 

cumplió con el requisito establecido por ley, y no tiene pertinencia que 

dicha correspondencia haya sido devuelta como no reclamada 

(“unclaimed”).  De otro modo, un deudor podría auto-eximirse de 

responder por una deuda rehúsandose a recibir la correspondencia del 

acreedor.  Adviértase, además, que lo anterior solamente aplica al aviso 

especial requerido por ley en estas circunstancias, por lo que no afecta 

el hecho de que, luego, el deudor tendrá que ser emplazado, o citado, 

de conformidad con las normas generales aplicables a toda acción civil, 

para que el Tribunal de Primera Instancia pueda válidamente adquirir 

jurisdicción sobre el deudor.  

En cuanto a la notificación-citación, aunque la misma también 

fue devuelta, el TPI no podía desestimar sin explorar otras alternativas 

para adquirir jurisdicción sobre el demandado.  En vez, procedía, como 

mínimo, considerar la conversión del pleito a uno tradicional ordinario.  

Primera Cooperativa De Ahorro v. Hernández Hernández, 205 DPR 

__, 2020 TSPR 127 (2020).  Antes de desestimar la acción, el análisis 
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debía inclinarse a la conversión del procedimiento a uno de naturaleza 

ordinaria, el cual incluye la posibilidad de emplazar al apelado por 

edicto.  Íd.  

En atención a lo anterior, concluimos que el Tribunal de Primera 

Instancia erró al desestimar el pleito por falta de jurisdicción. El 

propósito principal de los estatutos antes reseñados, además de proteger 

a los deudores contra las prácticas indeseables de las agencias de cobro, 

es que, si el procedimiento sumario no ha sido el adecuado, en el interés 

de la justicia, se tenga el derecho de solicitar que el pleito continúe bajo 

el procedimiento ordinario. Cooperativa De Ahorro v. Hernández 

Hernández, supra. Por los fundamentos antes expuestos, revocamos el 

dictamen apelado y devolvemos el asunto al Tribunal de Primera 

Instancia para la continuación de los procedimientos conforme a lo aquí 

resuelto.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

El Juez Candelaria Rosa disiente con la siguiente expresión:  

Si como bien expresa la ponencia mayoritaria no existe duda de 

que la apelante intentó enviar su intención de cobrar la alegada deuda 

previo a la presentación de la demanda -por correo certificado con acuse 

de recibo- lo cierto, sin embargo, es que del expediente surge que el 

referido aviso de cobro fue devuelto al remitente original. Por tanto, del 

expediente no se desprende que el mismo fuera recibido en la dirección 

conocida del apelado y que éste haya optado por no recogerlo firmando 

el acuse de recibo, sino mas bien se demuestra que el aviso fue devuelto, 

por lo que el foro de primera instancia estaba plenamente justificado en 

requerir la acreditación de esfuerzos razonables adicionales para 
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cumplir con la notificación del aviso de cobro, ya que, en cualquier 

caso, la legislación especial para agencias de cobro es clara y libre de 

toda ambigüedad en cuanto a que el cumplimiento de tal requisito es 

uno de índole jurisdiccional y deberá ser demostrado por el 

promovente. Art. 17 (13) de la Ley Núm. 143.  

El hecho medular de que el aviso de cobro fue devuelto impedía 

al foro recurrido concluir que el requerimiento de pago llegó a la 

dirección del apelado y que así se cumplió con el requisito previo a la 

asunción de su jurisdicción. Por tanto, no cabe argumentar sobre la 

posibilidad de convertir el caso a uno de naturaleza civil ordinario en la 

línea de Cooperativa De Ahorro v. Hernández Hernández, 2020 TSPR 

127, pues contrario a allí, no se trata aquí del “supuesto en que la parte 

demandante no pudo cumplir con una norma procesal del mecanismo 

sumario que establece la propia Regla 60 …[sino de un]…requisito 

jurisdiccional aplicable a las agencias de cobro para poder incoar el 

caso y para que el Tribunal pueda asumir jurisdicción sobe la parte 

demandada…”. Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, Apéndice, 

pág.32. Luego, “[a] diferencia del escenario en el cual la parte 

demandante no logra cumplir con las exigencias procesales de 

naturaleza sumaria de la Regla 60, el incumplimiento con el requisito 

jurisdiccional aplicable a las agencias de cobro para la presentación de 

estos casos no es susceptible de ser remediado o subsanado mediante la 

conversión del presente caso al procedimiento civil ordinario.” Id.  

En definitiva, tuvo razón el Tribunal de Primera Instancia al 

disponer por vía de la desestimación el reclamo de la apelante, pues no 

demostró que cumplió con el requerimiento previo a la presentación de 

la demanda ni acreditó la realización de esfuerzos razonables al efecto. 
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Ante el incumplimiento con el requisito jurisdiccional, el Tribunal de 

Primera Instancia solo tenía facultad para desestimar el asunto ante sí.  

 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


